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Introducción

Durante los últimos años, las actividades extractivas han contribuido a severas vulneraciones de los derechos humanos de las y los nicaragüenses, incluidos los derechos económicos, sociales y culturales, como se describirá a continuación. Subrayamos que el apoyo jurídico, político y financiero a las empresas involucradas en dichas actividades ha contribuido de manera concreta a estas vulneraciones. Dado este contexto, hemos trabajado para que se cumplan las medidas de suspensión de los proyectos y el retiro de las empresas de Nicaragua, cuando corresponda, y que se adopten medidas suficientes de reparación integral y mitigación de los daños causados. 

En este momento expresamos nuestra profunda preocupación acerca de la situación de las familias nicaragüenses en mayor condición de vulnerabilidad, particularmente, las que han sido afectadas por la ola de violencia que se vive en el país y las cuales se enfrentan al desarrollo de proyectos mineros. 

Por las razones delineadas arriba, dirigimos este informe paralelo al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales con el motivo de proporcionar información relevante a dos cuestiones específicas que fueron incluidas en la Lista de Cuestiones de este Comité, con la expectativa de que serían abordadas durante el examen del quinto informe periódico de Nicaragua. 

Primero, describiremos la situación de las y los defensores de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales en Nicaragua, destacando las violaciones provocadas por el proyecto minero “Mina La India” y detallando las distintas formas de represalias que ha enfrentado el defensor Olman Salazar, junto con su familia, como un ejemplo paradigmático de la experiencia de muchos defensores en Nicaragua. 

Segundo, abordaremos el tema de los impactos negativos que han tenido los proyectos de extracción en el medio ambiente y los derechos humanos, incluido el derecho al agua, detallando cómo el Estado Nicaragüense se ha negado a tomar medidas adecuadas para prevenir estos efectos destructivos. 

Trataremos cada tema a continuación en una sección independiente, destacando nuestras recomendaciones al final de cada sección.

Contexto Actividades Extractivas en Nicaragua

Las organizaciones firmantes expresamos nuestra profunda preocupación con respecto al proyecto minero “Mina La India”, impulsado por la compañía inglesa Condor Gold PLC y sus subsidiarias nicaragüenses, Cóndor S.A. y La India Gold S.A.  Durante los últimos 15 años, Condor Gold se ha enfocado en la exploración de oro en Nicaragua, promocionando Mina La India como el punto de partida para un distrito minero mucho más extenso.

Entre los impactos más preocupantes de Mina La India se encuentran los daños ambientales que ocasionaría, incluyendo impactos en la biodiversidad y los ecosistemas del área. Además, de construirse, Mina La India generaría múltiples vulneraciones de derechos humanos, incluso el derecho al agua, debido a que se prevé que el proyecto causaría el agotamiento de las fuentes de agua subterránea, reduciendo drásticamente el acceso al agua para la comunidad de Santa Cruz de la India. Asimismo, expresamos nuestra profunda preocupación respecto de la falta de consulta e información sobre Mina La India, así como el riesgo de desplazamiento involuntario de las comunidades afectadas. Finalmente, subrayamos que los miembros del Movimiento Comunal Santa Cruz de la India han sufrido represión, amenazas y represalias por parte de las fuerzas policiales y fuerzas de seguridad privada, por expresarse en contra de los impactos sociales y ambientales que ha traído consigo este proyecto minero, como se describe con más detalles a continuación.
Tema 1: Información relevante a la 4ª cuestión

¿Qué medidas han sido adoptadas para proteger a los defensores de derechos económicos, sociales y culturales de todo acto de represalia, incluyendo actos de violencia, hostigamiento, amenazas y atentados contra su vida e integridad personal?

Durante el año 2020, Nicaragua continua en medio de una crisis sociopolítica con una disminución considerable de la protesta ciudadana, por la alta criminalización a cualquier intento de organización y protesta pública, anulando en su totalidad, cualquier posibilidad de manifestación de descontento social frente a las políticas del estado. 

[bookmark: _Hlk48208325]El Estado de Nicaragua ha intensificado la criminalización y la militarización de las zonas en proceso de exploración y explotación minera. Entre las diversas zonas en donde ha habido un incremento de la represión, destaca La India, en el municipio de Santa Rosa del Peñón departamento de León, en donde opera la empresa de origen británico Cóndor Gold S.A. en uno de los proyectos de proyección de extracción de oro más grandes de toda Nicaragua. Dicha empresa ha alentado la militarización de la comunidad de La India con policías, agentes de seguridad privada y agentes encubiertos, con el único fin de llevar a cabo acciones en el marco de los procesos de exploración minera, ejemplo de ello ha sido el desarrollo de una Audiencia Pública del Proyecto Explotación Minera “Mina La India”, el día viernes 13 de julio de 2018[footnoteRef:1]. Dicho actuar desconoció el llamado que realizó el Consejo Superior de la Empresa Privada (COSEP)[footnoteRef:2] a un Paro Nacional, al cual Cóndor Gold están adheridos, a través de la Cámara Minera de Nicaragua. El gobierno y las empresas mineras están beneficiándose del contexto de Crisis Sociopolítica y Pandemia, la cual ha implicado el avance de las operaciones y expansión de proyectos ya existentes. [1:  https://twitter.com/centrohumboldtn/status/1017779457443139584]  [2:  https://humboldt.org.ni/mina-la-india-invalida-proceso-de-consulta-publica-de-minera/] 


La represión estatal en las zonas rurales no se ha detenido ni siquiera ante la presencia de agencias internacionales en el país. A modo de ejemplo, del 18 al 25 de noviembre de 2018, aproximadamente 50 antimotines de la Policía Nacional hostigaron y amenazaron con armas de alto calibre a líderes y lideresas del Movimiento Comunal Santa Cruz de la India, quienes en el marco de una queja[footnoteRef:3] interpuesta ante la Oficina del Compliance Advisor Ombudsman (CAO), el mecanismo independiente de rendición de cuentas para proyectos financiados por el International Finance Corporation (IFC) del Grupo Banco Mundial, se encontraban en un proceso de consulta con el equipo consultor de la CAO.[footnoteRef:4] [3:  http://www.cao-ombudsman.org/cases/document-links/documents/Nicaragua-Condorgold01-Complaint.pdf ]  [4:  https://www.ciel.org/news/riot-police-descend-local-activists-under-siege-nicaragua-mining-project/ ] 


En la actualidad, el liderazgo del MONAFMI se encuentra en una situación de doble riesgo de criminalización, por lo que los casos de asedio, represión y violencia contra los defensores de la tierra que se oponen al desarrollo de proyectos mineros en los territorios aumentaron, tal es el caso de Olman Onel Salazar Umanzor quien ha sido objeto de innumerables actos de persecución, hostigamientos, amenazas y agresiones, a raíz de su labor de defensor del medio ambiente e integrante de movimientos de defensa del territorio en ámbito nacional y en la comunidad de La India. En los dos últimos años, tales actos han escalado a punto de dirigirse no solo a Olman Salazar, sino a integrantes de su familia, quienes tuvieron que desplazarse de La India, con posterioridad a un operativo policial y el riesgo inminente de que sean objeto de algún atentado a su vida e integridad.


Amenazas y hostigamientos ocurridos a lo largo de 2019: Experiencia y testimonio de Olman Salazar

El jueves 12 de diciembre 2019, en Managua, mi organización convoco a una conferencia de prensa, en la que informé al pueblo de Nicaragua sobre el retiro de la inversión del IFC en la empresa Condor Gold. S. A.,[footnoteRef:5] por las gestiones que habíamos realizado ante este organismo financiero y porque el mismo reconocía que su patrocinado había incumplido los estándares y políticas del grupo Banco Mundial, asumiendo el riesgo por las repercusiones que la información generaría decidimos hacerlo. Esto conllevó a que dos días después, nuevamente la Policía del Municipio de Santa Rosa del Peñón y el Jicaral, asedió mi casa en horas de la tarde y que se apostaran en varias calles del pueblo. Los pobladores adujeron que la policía manifestaba que me iba a detener por la divulgación de la información. [5:  https://www.laprensa.com.ni/2020/01/02/nacionales/2622025-corporacion-financiera-internacional-ifc-retira-inversion-de-proyecto-minero] 


El 18 de diciembre, exactamente a las 12:26 pm[footnoteRef:6], cuando estaba en mi casa de habitación redactando unos testimonios de escrituras públicas, mi hermano Julio Cesar Salazar Umanzor, llegó de manera imprevista y con alteraciones nerviosa notorias, me dijo en vos silenciosa no salgas porque ahí frente a tu casa están muchos policías. Cuando el sale a la puerta principal, el jefe de la departamental de la Policía Nacional de León, Comisionado Mayor Fidel Domínguez[footnoteRef:7], le dijo “andamos buscando a Olman”. Mi esposa Maryuri Isabel Vega Laguna, quien iba detrás de mi hermano, le preguntó por qué me buscaban y el comisionado mayor le dijo que llegaban a detenerme porque yo era un golpista y terrorista y que era mejor que me entregara porque de lo contrario iban a allanar mi casa. Mis hermanas Dina Margarita Salazar Umanzor y Lesli Carolina Salazar Umanzor, llegaron asustadas, pidiéndome que de inmediato saliera de mi casa para resguardarme. Ellas, junto a mi hermano y mi esposa, se pusieron en la puerta principal, bloquearon la visibilidad del comisionado y yo pude escapar corriendo por la puerta posterior de mi casa. [6:  https://ondalocal.com.ni/noticias/810-policia-nicaragua-allana-casa-defensor-ambiental/ ]  [7:  https://100noticias.com.ni/nacionales/97301-nicaragua-fidel-dominguez-leon-hallanamientos-ileg/?fbclid=IwAR09b6DFJmlarOIvEcBSCHv2r1mE8HisJGIKdVZpb8eCJI60Wx7mZIRvxus] 


Unos veinte minutos después, creí que estos ya se habían ido y me dispuse a regresar a la casa preocupados por la integridad de mi familia y las de mis padres que habitan contiguo a mi casa de habitación. Pero la policía fuertemente armada con fusiles Ak47 y bombas de mano ya estaban en el interior de mi casa. Uno de ellos cuidando la puerta posterior por donde yo había salido, al percatarme decidí arrastrarme unos cuarenta metros para no ser detectado y así nuevamente logré escapar hacia el interior del bosque. Cuando regresé, a eso de las cuatro de la tarde, ya la policía se había retirado, toda mi familia estaba nerviosa, mi madre llorando, implorando que de inmediato de fuera de la casa porque teme que me vallan a quitar la vida o apresar.[footnoteRef:8] [8:  http://acafremin.org/es/noticias-regionales/nicaragua/430-acafremin-denuncia-los-atropellos-al-defensor-olman-salazar-y-a-su-familia-por-el-estado-orteguista] 


Mi hermano fue esposado inhumanamente por los policías. Pidió que no socaran mucho las esposas en sus brazos, porque estaba infligiendo dolor físico. La policía le dijo que no podía hablar. Uno de ellos le dio un puñetazo en el lado izquierdo del rostro. En ese lapso de tiempo de unos cuarenta minutos que la policía estuvo en el interior de mi casa, el comisionado Domínguez agarró del antebrazo a mi menor hija Ingrid Salazar, la presionó fuerte y la obligó que se callara y se sentara, ya que ella no quería obedecerles. El comisionado Domínguez le dijo que me dijera que si yo no tenía consideración de ella y toda mi familia que mucho menos ellos la iban a tener con ellos porque no eran su familia. 

El comisionado a cargo de la operación registró mi cuarto, solicitó a mi esposa Maryuri Vega Laguna que entregara las armas que yo poseía, pero ella le dijo que nuestra arma únicamente era Dios. Pidió mis documentos personales, pasaporte, cedula, licencia, pero no lo encontró, cuando registraba mi habitación en ese tiempo le decía a mi esposa que yo era un mal hijo de la patria y que me iba hacer pagar, porque yo era tranquista, golpista, y que trataba de desestabilizar el desarrollo del país, además que el proyecto minero de Mina la India Condor Gold. S.A lo iban a desarrollar porque el presidente de la republica Daniel Ortega lo quería y que no iba a permitir que nadie se opusiera. 

Durante la requisa, los policías se llevaron un Banner del MONAFMI, afiches del movimiento, del cuarto de mi hijo Maykel Salazar de una retratara sacó mi fotografía, pero cuando revisó mi computadora, vio la información de mi organización, videos de las marchas que hemos realizado, documentos a fin a la lucha y también a la lucha que estamos llevando en Nicaragua para la democratización de la cual también soy parte. Le dijo a mi esposa que la computadora, dos memorias USB y un teléfono celular se las iba a llevar como evidencia de que efectivamente yo era un golpista y terrorista, además se me llevó mi maletín donde estaba mi sello de Abogado y Notario Público y libretas personales.

En las memorias USB tengo tres protocolos digitales de tres años anteriores y mi sello de profesión. Temo que sea utilizado para sellar en mi nombre documentos mal intencionados que me impliquen en la comisión de algún delito y que la Corte Suprema de Justicia me suspenda de mi profesión. Me preocupa y tengo el profundo temor de que en cualquier momento la policía o cualquier aficionado del partido de gobierno atente contra la libertad y la vida de mis hijos, mi esposa, hermanos y padres. A todos ellos los registraron de manera individual, también sus documentos de identificación, uno de ellos señalo el retrato de mi hijo Maykel Salazar Vega que estaba en la pared de la sala y le dijo al comisionado Domínguez ese es el hijo de él, ósea de mí y procedieron a tomarle fotos con sus teléfonos celulares. 

[bookmark: _Hlk27745978]Para proteger nuestras vidas, decidimos dejar nuestra casa. Hoy, mi familia y yo nos resguardamos a cientos de kilómetros de nuestro domicilio, tenemos temor que nos vayan a encontrar y más cuando la información que tengo en mi teléfono celular, memorias y computadoras existe información de las actividades de nuestro movimiento y el trabajo que venimos haciendo desde la fundación de la Unidad Nacional Azul y Blanco (UNAB) de la cual soy parte y que el gobierno considera como terrorismo, el asedio no desiste, la policía nacional ha llegado en tres ocasiones frente a la casa de habitación, el día 31 de Diciembre del 2019 a eso de las 11:40 minutos de la noche, el día dos de Enero del 2020 en horas de la tarde y el día 11 de Enero nuevamente.

Cabe destacar que el comisionado Fidel Domínguez se ha caracterizado por ser el jefe policial Junto al comisionado Ramon Avellán de reprimir salvajemente a los opositores. Domínguez, en la ciudad de León, a la familia de apellido Reyes, los amarró, torturó y obligó a repetir con él en videos que prometieran que nunca más iban andar denunciando al gobierno y a sus militantes. Esta crueldad se divulgó en los medios de comunicación local. 

En conclusión[footnoteRef:9], como defensor de derechos humanos en mi comunidad y ahora en diferentes partes del territorio nacional, como secretario nacional MONAFMI y miembro de la Unidad Nacional Azul y Blanco (UNAB) mi familia y yo nos sentimos en grave riesgo, ya sea de sufrir un atentado o de una prisión arbitraria. Es de todos conocidos como está actuando el gobierno en contra de sus detractores y más con los líderes y yo soy uno de ellos.  [9:  https://www.ocmal.org/declaracion-publica/] 




Conclusiones:

Sobre la base de lo previamente descrito, concluimos que:  

· La expansión de proyectos extractivos en Nicaragua ha generado graves conflictos sociales, sobre todo debido a la falta de transparencia y acceso a información sobre los procesos de concesión, y la continua represión a las defensoras y defensores de derechos humanos que se oponen a los mismos.

· Las autoridades nicaragüenses han criminalizado la protesta social, privilegiando el uso de la fuerza, debilitando los procesos de consulta, el diálogo y la negociación con las comunidades afectadas por los proyectos extractivos.


Recomendaciones relativas a la 4ª cuestión:

Con sustento en lo expuesto, instamos al Comité a: 

1. Expresar su preocupación frente a los actos de violencia, amenazas, criminalización y otras formas de represalias que han enfrentado las y los defensores de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales durante los últimos años en Nicaragua, notando que se ha establecido una tendencia a la confrontación violenta, el uso de la fuerza y la criminalización de quienes se expresan en contra de los impactos sociales y ambientales de los proyectos extractivos en particular, incluso en las zonas en proceso de exploración y explotación minera como Santa Cruz de la India.

2. Recomendar al Estado Nicaragüense que: Adopte una política integral de protección de las y los defensores de derechos humanos y ambientales, que combata la impunidad en dichos casos mediante la investigación de las amenazas, actos de acoso, intimidación y violencia, y que sancione a los autores de dichos actos; que se abstenga de intimidar, hostigar y criminalizar a los defensores de derechos humanos y ambientales; y que genere un marco normativo nacional sobre la protección de defensores ambientales que incorpore los estándares del derecho internacional, del sistema interamericano de derechos humanos y del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia  en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe.




Tema 2: Información relevante a la 24ª cuestión, relativa a Art. 11 del Pacto

Sírvanse proporcionar información sobre las medidas concretas que ha adoptado el Estado parte para contrarrestar los efectos negativos en el medio ambiente y en el derecho al agua ocasionados por el desarrollo de proyectos de explotación de recursos naturales.

El “Programa de Desarrollo Minero del Plan Nacional de Desarrollo Humano” cita a la minería como una de las actividades económicas que más impacto tiene en la economía del país, omitiendo, sin embargo, los efectos negativos que tiene para el medio ambiente y las personas. Es así como, bajo el argumento de los beneficios de la minería, para el año 2017 el cuarenta y nueve punto ochenta y cuatro por ciento (49.84%) del territorio nacional se encontraba disponible para la explotación minera a cielo abierto, de los cuales el veinticinco por ciento (25%) se encuentran directamente en áreas naturales protegidas y sus zonas de amortiguamiento. Lo anterior viola la legislación ambiental, la cual expresa claramente que actividades como la minería metálica, por sus altos impactos ambientales, no pueden desarrollarse en zonas de fragilidad ambiental.
La Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas señala explícitamente en su artículo 17, párrafo segundo, que la protección de los recursos naturales es objeto de seguridad nacional, así como de la más elevada responsabilidad y prioridad del Estado. Es por ello que se establece que para cada área protegida habrá una zona de amortiguamiento colindante o circundante, obligación que no viene siendo respetada en Nicaragua.
El 2017 fue un año crítico en términos del debilitamiento de nuestros estándares ambientales, principalmente por dos acontecimientos importantes. Primeramente, el 26 de junio de 2017 fue aprobada la Ley 953, Ley Creadora de la Empresa Nicaragüense de Minas (ENIMINAS). Esta empresa se encuentra bajo la rectoría sectorial del Ministerio de Energía y Minas, y tiene la facultad de fiscalizar el sector minero y licitar concesiones en dicho ámbito. Cabe mencionar que hasta la fecha la Ley 953 no ha sido reglamentada.
En segundo lugar, subrayamos la derogación en dos ocasiones del Decreto 76-2006, Sistema de Evaluación Ambiental. La primera vez fue derogada el 28 de agosto 2017, a través del Decreto 15-2017, Actualización del Sistema de Evaluación Ambiental de Permisos y Autorizaciones para el Uso Sostenible de los Recursos Naturales. Dicho Decreto contaba únicamente con once artículos, dentro de los cuales se establecía el objeto, ámbito de aplicación, las facultades que se le otorgaban al ministro del Ambiente y los Recursos Naturales, de la desconcentración y centralización, la creación de Comisiones Interinstitucionales para la Evaluación Ambiental, las actividades, obras y proyectos de emergencia nacional. Es decir que por medio de este Decreto no se trataba solo de un debilitamiento del Sistema de Evaluación Ambiental, sino que eliminó todas las categorías para la Evaluación Ambiental y que podía suponer la derogación de más de once normas administrativas nacionales y que se iban a reformas algunas de las leyes nacionales. 
Tres meses después, el 29 de noviembre de 2017 se publicó en La Gaceta Nro. 228 el Decreto 20-2017, Sistema de Evaluación Ambiental de Permisos y Autorizaciones para el Uso Sostenible de los Recursos Naturales. Este último vino a derogar por segunda ocasión el Sistema de Evaluación Ambiental. Los tres puntos más importantes que trajo consigo la entrada en vigencia del nuevo Decreto 20-2017 son: 
a) Creación de dos nuevas Categorías (IV y V) y la subdivisión de la Categoría III (IIIA y IIIB), lo cual trajo consigo que algunos proyectos fueran bajados de categoría y otros se eliminaron por completo.
b) La Consulta Pública no es tomada con la fuerza jurídica que debería tener y es exigida solo para los proyectos de Categoría II, obviándose el proceso de consulta para todos aquellos proyectos que están enmarcados dentro de la Categoría I, siendo estos clasificados como Proyectos Especiales porque pueden causar Alto Impacto Ambiental.
c) La derogación explícita de diez resoluciones administrativas, quedando abierta la posibilidad de derogación de todas aquellas disposiciones que se le opusieran al mencionado Decreto.
Todo lo anteriormente mencionado ha venido a debilitar el marco legal para el sector minero. Estos cambios han intensificado la criminalización y la militarización de las zonas en vías de exploración minera, tal como se explica a continuación en la comarca de La India, en el municipio de Santa Rosa del Peñón, departamento de León, Nicaragua. 
Desde hace cinco años, la empresa minera Cóndor Gold ha realizado labores de exploración en la zona de Mina La India, generando múltiples impactos al medio ambiente y a las comunidades, más específicamente la empresa minera pretende desalojar a todo el casco urbano de Mina la India el cual tiene una historia de más de cien años de tradición y trabajo en la pequeña minería artesanal y con más de cinco mil habitantes, con lo que además se dejaría sin fuente de empleo a los habitantes de esta comunidad.

Hasta el momento no existen estudios técnicos independientes que reflejen los impactos ambientales provocados por la explotación minera a cielo abierto, sin embargo, las características biofísicas de la zona la hacen propensa a padecer los siguientes impactos potenciales de llegarse a realizar la explotación minera a cielo abierto y su posible expansión al futuro:

· La comunidad de Mina la India se encuentra actualmente asentada en la formación geológica conocida como “Matagalpa”, dicha formación geológica, sumado con el relieve de la zona y los regímenes de precipitación los cuales rondan los 1,200 mm anuales hace que los accesos a zonas de recargas de agua para abastecimiento sean escasos; de acuerdo con los resultados del análisis de “zonas potenciales de recarga hídrica” (CATIE, 2005), el 80% de la zona se cataloga con potencial bajo para la recarga hídrica, lo que compromete el abastecimiento del acuífero subterráneo y la recarga de los pozos que aún están funcionando en la zona, esta condición biofísica puede agravarse de darse una explotación minera a cielo abierto ya que al darse el proceso de remoción completa de la capa fértil del suelo imposibilitaría aún más la captación natural de agua por parte del sistema hidrológico natural, comprometiendo así la disponibilidad de agua para la población en términos de calidad y cantidad. 

· Así mismo la perforación de pozos de muestreo de mineral en la fase de exploración ha provocado que otras zonas de la comunidad se queden sin agua, ya que se ha ocasionado la profundización de las aguas subterráneas, esto se debe principalmente a que la zona está compuesta por un tipo de roca muy porosa conocida como Riolitica-andesitica y toba volcánica, este tipo de rocas al tener una consistencia mucho más débil y con abundantes micro-poros tienen mucha menor capacidad para encapsular las venas de agua subterráneas. Por lo que al darse estas perforaciones para extracción de material la estructura estratigráfica interna de la roca se debilita a tal punto que se generan filtraciones en el subsuelo lo que desencadena en la profundización de las aguas hacia capas más internas del perfil de suelos; es por tal motivo que el tajo a cielo abierto y su expansión anticipada comprometerían seriamente la capacidad de recarga del acuífero y la disponibilidad de agua para la comunidad además de provocar un serio desequilibrio en el régimen hidrológico de la región.

· La comunidad se encuentra asentada en una zona con un alto riesgo sísmico y de susceptibilidad a deslizamiento, de acuerdo con el Mapa Nacional de “susceptibilidad a deslizamientos a nivel nacional” casi el 90% de la zona se encuentra catalogada como peligro alto y muy alto a deslizamientos, por lo que los procesos de voladuras para la fragmentación de la roca podrían provocar deslizamientos de tierra afectando así a la comunidad y a los mismos trabajadores en la zona.

· La explotación a cielo abierto generaría altos impactos ambientales en las especies de fauna silvestre de la zona y a los ecosistemas cercanos, específicamente el bosque tropical seco, siendo que dicho ecosistema es uno de los más amenazados a nivel nacional; con la explotación minera la conectividad biológica entre hábitats de este ecosistema se vería seriamente afectada, además al remover la cobertura vegetal se interrumpe el flujo de especies entre hábitats, principalmente de aves y mamíferos pequeños los cuales dependen de los hábitats para encontrar alimento y agua, comprometiendo así la conservación los ecosistemas en la zona y a las especies que dependen de estos ecosistemas.

· Además de considerar los impactos actuales y futuros de la primera mina a tajo abierto que pretende construir Cóndor Gold, en ningún momento se ha considerado los impactos acumulados que podría generar el desarrollo de un distrito minero que podría abarcar hasta 313 km2 y ser de 13 a 17 veces más grande en términos de producción de oro, lo cual pudiera agravar y multiplicar todos los impactos ambientales mencionados.

Recientemente la empresa de origen británico Cóndor Gold S.A. dio a conocer[footnoteRef:10] haber comprado el 85% de la tierra en el área permitida del sitio de la mina La India y a su alrededor, acercándose así a completar una de las condiciones principales del Permiso Ambiental y reduciendo significativamente los “riesgos” para el Proyecto. No obstante, estas compras han sido bajo un ambiente de asedio, amenaza y violencia hacia los dueños de parcelas, acompañadas por grupos afines al gobierno que ejercer violencia en la comunidad. La Compañía ha comprado 64 parcelas de tierra por un total de 659 hectáreas en el sitio permitido para la mina La India y a su alrededor, de las cuales 479 hectáreas han sido compradas este año.[footnoteRef:11] [10:   https://www.mineria-pa.com/noticias/nicaragua-condor-gold-obtiene-ampliacion-para-cumplir-requisitos-del-proyecto-la-india/]  [11:  https://www.benzinga.com/pressreleases/20/08/ac17065569/condor-significantly-de-risks-la-india-project-purchases-85-of-the-land-within-the-permitted-mine] 



Conclusiones:

Sobre la base de lo previamente descrito, concluimos que:  

· La valoración del costo / beneficio de la actividad minera, sus indicios, no parecen ser tan favorables para seguir arriesgando la vida de las personas, los recursos fundamentales como el suelo, el agua, el bosque.


· La modificación de la legislación minera es una clara señal del debilitamiento de los estándares ambientales y sociales, los cuales solo favorecen el control del estado hacia los recursos naturales, cortando así la libertad de expresión.



Recomendaciones relativas a la 24ª cuestión:

Por todo lo expuesto, instamos al Comité a: 

1. Expresar su preocupación por los impactos negativos que han tenido los proyectos mineros y otras actividades extractivas en Nicaragua durante los últimos años, incluyendo una referencia explícita a Mina La India, en vista de que este proyecto es un ejemplo paradigmático de este fenómeno en Nicaragua, ya que representa uno de los proyectos de proyección de extracción de oro más grandes de toda Nicaragua, con impactos severos en los derechos de las personas afectadas, incluidos los derechos a vivir en un ambiente sano y al agua.   

2. Recomendar al Estado Nicaragüense que: Reconsidere las actividades extractivas, tales como la exploración y explotación minera en Santa Cruz de la India, dados los impactos negativos de dichas actividades en los derechos humanos incluyendo el derecho al agua de las comunidades afectadas y de la población de Nicaragua; que cumpla el marco legal sobre el derecho de acceso a la información, participación y consulta, en particular frente a decisiones estatales relacionadas con la gestión de recursos naturales; y que genere mecanismos de transparencia y participación en los procesos de concesión, evaluación, fiscalización y monitoreo ambiental.




Aprovechamos la ocasión para expresarles a los miembros del Comité nuestras más grandes muestras de consideración y estima, agradeciendo de antemano su atención a este informe paralelo, y en particular a las recomendaciones relativas a la 4ª cuestión (ver la página 5, arriba) y las recomendaciones relativas a la 24ª cuestión (presentadas en la presente página).



 


Anexo:  Las organizaciones firmantes

Presentado por:

El Movimiento Nacional Ambientalista Frente a la Minería Industrial (MONAFMI)
Santa Cruz de La India, Nicaragua
MONAFMI es una plataforma nacional en la que convergen organizaciones locales de 7 municipios de Nicaragua, siendo miembro fundador El Movimiento Comunal Santa Cruz de La India. Cabe señalar que, a partir del año 2016, la comunidad afectada por Mina La India formó el Movimiento Comunal Santa Cruz de la India con la finalidad de organizarse y hacerle frente a Condor Gold, esto después de haber recibido amenazas de desalojo por parte de la empresa. El Movimiento Comunal Santa Cruz de La India busca defender los derechos económicos, sociales y ambientales de esta comunidad frente a las actividades de la empresa en el área.

El Centro Alexander von Humboldt
Managua, Nicaragua
Centro Humboldt es una organización nicaragüense sin fines de lucro, dedicada a promover el desarrollo territorial mediante la gestión sostenible del Medio Ambiente y los recursos naturales. El Centro acompaña al Movimiento Comunal Santa Cruz de La India en acciones de defensoría socioambiental. Para información adicional acerca del Centro Humboldt, su misión y sus actividades, ver: https://humboldt.org.ni/.

The Center for International Environmental Law (CIEL)
Washington, D.C.
Estados Unidos de América
Desde 1989, el Centro para el Derecho Ambiental Internacional (CIEL) ha empleado la fuerza del derecho para la protección del ambiente y la promoción de los derechos humanos. CIEL acompaña al Movimiento Comunal Santa Cruz de La India en acciones de incidencia y rendición de cuentas, resaltando las violaciones de derechos humanos que ha ocasionado el proyecto Mina La India en Nicaragua. Para información adicional acerca de CIEL, su misión y sus actividades, ver: www.ciel.org.

Para más información, comunicarse con:

Olman Onel Salazar Umanzor
Coordinador, Movimiento Comunal Santa Cruz de La India
uolmanonel@yahoo.com | +505 8939 2001

Heizel Torrez
Oficial de Minería, Centro Alexander von Humboldt
heizel.torrez@humboldt.org.ni | +505 8387 6023

Carla García Zendejas
Abogada, Centro para el Derecho Ambiental Internacional
cgarcia@ciel.org | +1 202 374 2550
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